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CASO VELÁSQUEZ RODRÍGUEZ 
SENTENCIA DE 17 DE AGOSTO DE 1990 

INTERPRETACIÓN DE LA SENTENCIA 
DE INDEMNIZACIÓN COMPENSATORIA 

(Art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos) 

En el caso Velásquez Rodríguez, 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos integrada, en observancia 
del artículo 54.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
por los siguientes jueces: 

Héctor Fix-Zamudio, Presidente 

Rodolfo E. Piza E., Juez 

Pedro Nikken, Juez 

Rafael Nieto Navia, Juez 

Rigoberto Espinal Irías, Juez nd !toe 

presente, además, 

Manuel E. Ventura Robles, Secretario 

de acuerdo con el artículo 67 de la Convención Americ;ma sobre Derechos 
Humanos (en adelante "la Convención'' o "la Convención Amcric,ina") y 
48 de su Reglamento, dicta el siguiente fallo sobre la solicitud de interpre­
tación de la sentencia de indemnización compensatoric1 de 21 de julio de 
1989 contra el Estado de Honduras (en adelante "Honduras" o "el Gobier­
no"), presentada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante "la Comisión"). 



Revista JIDH 
Vol. 1 2  

I 

1 . Por escri to de 29 de setiembre de 1 989, recibido en la Corte fntera­mericana de Der cho Humanos (en a d  ! an te "la Corte" ) el 2 de ctubreiguiente, la Com isión solicitó aclaración d la en tencia sobre ind emniza­ción compensa toria en I caso Velásquez Rod ríguez, d ictada el dfa 2.1 dejulio de 1 989. 

2. La Comisión invocó los artículos 57 de la Convención y 48 del Regla-men to de la Cort ( n adela nte "el Regla mento").
3. En su solicitud la Co mi ión pide a la Corte qu "se d isponga que a finde proteger el valor adquisitivo de las su mas que tanto  como ca pi tal e in­tereses, surgen del fideicomiso a establecerse a favor de HECTOR RICAR­DO, ADIA WALESI<A y H ERLING LIZZETT VELASQUEZ GUZMAN,dicha porción d e  la i ndemnización debe ajustarse a u n  indicador  quema ntenga su poder adquisitivo" .
4. El 25 de octubre de 1 989 la Se reta ría, con fundamento en el artículo48.2 del Reglamento, comu nicó al gobierno la solic itud de la Comisión in­v itándolo a presentar us eventu ales a legaciones escritas dentro de un pla ­zo de trei nta d ías a pa rtir d e  la fecha.
S. El Gobierno, en escrito del 21 de noviembre de 1 989, consideró impro­ceden te la solicitud de la Comisión porque, en su opinión, la sent ncia escla ra y no amerita interpretación y porque aceptarla comporta ría una mo­d ificación en la sen tencia mencionada.
6. La Comisión presentó el 6 de julio de 1 990 u n  "pedid o de a m pliaciónde recursos de acla ración de sentencia" que "se refiere a las consecuenciasma teria les surgidas d l no pago en t rmino, es d cir a ntes del 20 de octubrede 1 989, por el Es tado hondureño de las indem nizaciones seña la das en lasen tencia", lo que "ha generado un hecho nuevo que requier , a u toriza yjust i fica la presente ampliación del recu rso de acla ración en est momen­to". 

7. El escrito de la Comisión fue puesto en conocimiento del Gobierno el1 1  de julio de 1 990. Se le comunicó, además, que el Presidente fijó el 10 deagosto de 1 990 como fecha límite pa ra recibir las eventuaJes a legaciones delGobierno sobre d icho escrito.
8. Dentro del plazo fijado por el Presidente, el gobierno presentó susalegaciones y pidió a la Corte denega r la sol ici tud de la Comisión.
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q_ El gobierno presentó, el 14 de agosto de 1990, fotocopia del Decreto 
número 59-90, publicado en La Gaceta de la República de Honduras el 21 

Je julio de 1990, mediante el cual se autoriza el pago de las indemniza­
ciones decretadas por la Corte en sus sentencias de 21 de julio de 1989. En 
su nota de remisión expresó que las sumas "no han sido entregadas a sus 
interesados ya que ellos esperan los resultados de la audiencia pública por 
celebrarse en esta fecha". 

10. En esa misma fecha la Corte celebró u.na audiencia pública con el fin
de escuchar el parecer de las partes sobre la solicitud de la Comisión.

Comparecieron ante la Corte 

a) por el Gobierno de Honduras

Embajador Edgardo Sevilla Idiáquez, Agente 

b) por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Dra. GiJda M.C.M. de Russomano, Delegada y Miembro 

Dr. Jorge Seall Sasiain, Delegado 

n 

11. La Corte, en esta ocasión, se integra con los jueces que intervinieron
tanto en el fondo del asunto como en la sentencia de indemnización
compensatoria de 21 de julio de 1989, cuya interpretación ha sido solicitada
por la Comisión.

12. Esta integración obedece a lo dispuesto por el artículo 54.3 de l;i Con­
wnción, según el cual los jueces de la Corte deberán seguir interviniendo
en los casos de que ya hubieren tomado conocimiento y se encuentren en
cstndo de sentencia. Dicho precepto debe aplicarse también a la decisión
sobre interpretación de sentencia a que se refieren los artículos 67 de 111
Convención y 48 del Reglamento porque, de acuerdo con las reglas gene­
rales del derecho procesal, un asunto contencioso no puede considerarse
concluido sino hasta que el fallo se cumpla totalmente. Por analogía debe
colegirse que han de seguir interviniendo cuando se encuentre en estado de
ejecución, más aún cuando esta propia Corte resolvió en su citada sentencia
de 21 de julio de 1989 que supervisaría el cumplimiento del pago de lil in­
demnización acordada y sólo después se archivaría el expediente.
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1 3. El artículo 54.3 d e  l a  Convención tiene como antcced cn tes preceptos
simi lares del Es tatuto de la Corte Internaciona l de Justicia y de la Conven­
ción (Europea) para la Protección de lo Derechos Huma nos y de las Li­
bertades Funda mentales .  En efecto, el ar t ícu lo 1 3 .3 de l  cita do Es ta tuto
dispone, en esencia, que después de reemplazados los jueces d e  la Corte
fn ternacional  de Jus ticia, cont inua rá n  conociendo de lo casos que
hubieren iniciado hasta su terminación, y el a rt ículo 40. de la Convención
europea establece, en el mismo supues to, que los ju eces de esa Corte se­
guirá n  en el conocimi nto de los asun tos que ya les habían sido encomen­
dados. De conformidad con el a rtícu lo 56 del Reglamento de la mísma, "(l)a
demanda de interpretación será exa minada por la Sala que haya pronun­
ciado la sentencia, compuesta si es posible por los mismos jueces . . .  "

1 4. La Corte es competente para resolver la presente solicitud d e  in ter­
pretación porque el artícu lo 67 de la Convención d ispone:

El fa l lo de la Corte será definitivo inapelable, en caso de desacuerdo sobre 
el sentido o alcance del fal lo, la Cort lo interpretará a solicitud de cual­
quiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presen te dentro de los 
noventa días a pa rtir de la fecha de la notificación del fa l lo. 

Por su parte, el artículo 48 del Reglamento d ie 

Artículo 48. Demrrndn de lnterpretnci611 de una Sentencia 

1 . Las solíci tudes de interpretación q u e  pud ieren presentarse en los tér­
minos del Artículo 67 de la Convención se acompañarán con vei nte copias, e
indicará con precisión los aspectos de la pa rte disposit iva de la sentencia
cuya interpretación se pida . Se depositará en la Secretaria de la Corte.

2. 81 Secretario comu nicará la sol icitud a las demás pa rtes y, si proced ie­
se, a la Comisión, invitá ndoles a presen tar con vei nte copias sus eventuales
alegaciones scritas en el plazo fijado por el Presidente,

3. La Corte determinará la naturaleza de los procedimientos.

4. Cualquier solicitud de interpretación no suspend erá los efectos de la
sentencia .

La Comisión es pa rte en e.1 ca o y presentó su solicitud el 2 de octubre 
de 1 989. Como el fa llo fue notificado el 21 de ju lio de 1 989, la solicitud fue 
presentada dentro del plazo es tablecido por dicho artícu lo. 

1 5. En el escrito de 6 de julio de 1 990 la Comisión sol ici tó a la Corte
acepta r un "pedido de a m pliación de recu rso de adit ración de sentencia ", 
basada n un "hecho nuevo", c mo lo sería el retardo el J Gobh:-m o en el 
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pc1go d la indemnizaciones, no conocido cuando se presentó la rim ra 
0)i itud. Como la Corte acudirá a otros principios para r solver I p rti-

11cnte, no ncuentra nec ario pronunciarse ahora s br la posibilidad de
1 mpliar una solicitud a la cual la Convención fija un término perentorio, ni
i.,brc la doctrina del "hecho nuevo" que se aplica en otros tribunal s.

nr 

111. n su entencia de 21 d julio d 1989, la Corte

17 

p r unanimidad

1. Fija en setecientos cincuenta mil lempiras la indemnizaci n com­
p •nsaloria que el Estado de Honduras debe pagat a lo familiare de Angel 

anfredo Velásque.z Rodríguez. 

or unanimidad 

2. Decide que la cantidad correspondiente a la cónyug de Angel 
anfr do Velásquez Rodríguez será de ciento ochenta y siete mil quiniento

lcmpiras. 

por unanimidad 

Decide que la cantidad correspondiente a los hijo de Angel Manfredo 
·lásquez Rodríguez será de se enta y do mil quinientos lemplra . 

p r unanimidad 

4. Ord na qu la forma y modalidade de pago de la indemnización se­
rfo la e pecificadas en los párrafo 57 y 58 de esta entencia. 

p r unanimidad 

:'i. R uelvc que supervisará el cumplimiento d 1 pago de la indemniza­
ción acordada y que sólo después de su cancelación archivará el expediente. 

o párrafo 57 y 58 de dicha sentencia establecen lo siguient :

57. El pago de los s tecientos cincuenta mil lempiras fijados por la Corte
,ld,c er h cho dentro de lo noventa días contados a partir de la notificación 
d' la ent ncia, libre d todo impue to qu eventualmente pudi ra conside­
T-Hse aplicabl . Sin embargo, el pago p drá er hecho por el gobierno en ei
uota mensuales igual s, la prim ra pagadera a I s nov nta días mencio­

nad y a. i sucesivamente, pero n est ca o los saldo e acrecent.irán con
lo intere s corr pondi nte , que serán los bancarfo corri nt en ese
mom nto en Hondura . 
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58. De l a  indemnización total la cuarta pa rte corresponderá a l a  cónyuge
que recibirá d irectamen te la suma que se le asigna. Los tres cuartos restantes
se distribuirán entre los h ijos. Con la suma atribuida a los h ijos se constituirá
un fideicomiso en el Banco Central de Hondu ras, en las condiciones más fa­
vorables según la práctica bancaria hondureña .  Los hijos recibirán mensual­
mente los beneficios de este fideico miso y al cu mpl i r  los veinticinco a ños d e
edad percibirán la parte alícuota que les corresponda.

1 8. La Comisión, en su escri to de 29 de setiembre de 1 989, fundamentó su
solicitud en los siguientes términos:

Este recurso de  aclaración se refiere a l a  suma de dinero que qued ará depo­
sitada en el Banco Centra l de Honduras en fideicomiso en beneficio de  
Héctor Ricardo1 Nadia Waleska y Herl ing Lizzett Velásquez Guzman, hi jos 
de la víctima, hasta que los mismos a lcancen respectivamente los vei n ticinco 
años de  edad . 

La sentencia no prevé ni ngún mecan ismo de  protección que permita mante­
ner su ac tua l  pod e r  adqu i s i t ivo  fre n te- a l a  i n fl a c ión o eventu a l es 
devaluaciones del lempira . Como la Corte tiene conocimiento, y d etal lamos 
más abajo, la pérd ida de  ese poder adquisitivo de  las unidades monetarias 
ha sido históricamente al ta en América La t ina en general y se ha acentuado 
-en algunos casos catastróficamente- en algunos países.

Mueven a la Comisión a presentat esta petición dos motjvos fundamentales: 

En primer lugar, en caso de no acla ra rse el sen tido del faUo y su alcance en 
cuanto al valor futuro de la indemnización puesta bajo fideicomiso, se puede 
causar un daño irreparable a los d amn ificados, daño c¡ue como mostramos 
más abajo no es h ipotético y banal, sino que es predecible y puede anular 
prácticamente el valor mismo de la decisión de esa Corte y su in tención 
reparatoria . 

Además, en tiende la Comisión que en sí d ichas sen tencias tienen un valor 
juríd ico ejemplar especial que alcanza mucho más allá de la jurisdicción de 
la Corte ln tera ·mericana y de su jurisprudencia, ya que por su natura leza, 
contenido y efectos han  ganado mereddamen te la a tención un iversal  y 
marcan un hito en el desarrol lo del sistema juríd ico humanitario internacio­
nal. 

El haber asumid o la Corte en fom,a específica la  supervisión de su cumpli­
miento es un  ind icador elocuente de ]a responsabilidad ()Ue la misma Corte 
asigna a que dicho cumplimien to sea hecho de forma caba l y completa, y un 
elemen to más que justifica la importancia de esta interpretación que reque­
rimos. 

Yendo al fondo del asun to sabrá considera r la Corte que el índice de precios 
al consumidor, el i nd icador más ad ecuado a l  caso, pa ra el conjunto de los 

,.. 
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países de América Latina aumentó un 721 % en cinco años de de 1983 a 1988, 
o sea un promedio de 144% anual. Sin llegar a ca os e t�m s de paí es que
han sufrido hiperinflación, un país vecino a Honduras como Costa Rica su­
frió en los últimos diez años un aumento del índice de precios al consumidor
de 263%. (Fuente: Informe al Consejo Interamericano Econ · mico y Social
CIES. OEA, Septiembre 1989).

En el caso de Honduras, este fenómeno se ha dado en forma mucho más 
reducida. Aun así, a las relativamente reducidas tasas de incremento del ín­
dice de precios al consumidor en Hondura , si el fideicomiso en cue tión por 
L.562.500 hubiera sido hecho hace 18 años, en 1971, dada la variación del
indice de precios al consum1dor en Honduras, hoy equivaldría a L.147.126,
alrededor de un cuarto de su valor inicial.

19. La Comisión pidió a la Corte que acepte su solicitud para que

se disponga que a fin de proteger el valor adquisitivo de las sumas que tanto
como capital e intereses. surgen del fideicomiso a establecerse a favor de
HECTOR RICARDO, NADIA WALEST<A y HERLlNG LIZZETT VELAS­
QUEZ GUZMAN, dicha porción de la indemnización debe ajustarse a un
indicador que mantenga su poder adquisitivo, tanto para cada uno de los
pagos de intereses correspondientes, como para pago del capitaJ en el mo­
mento en que deben -recibirlo los beneficiarios, al cumplir los veinticinco
años de ed;1d, respectivamente.

20. La Comisión manifestó que

Existen distintas formas de establecer un si tema simple y claro de protec­
ción, que la Corte podría establecer en la aclaración de sentencia que se so­
licita. Ninguna de ellas daña protección total a los beneficiarios, ni preser­
varía completamente la intención indemnizatoria d la sentencia, pero por lo
menos amenguaría la desprotección actual y eJ deterioro previsible de su
valor.

Considera la Comisión que una fórmula adetuada de ajuste sería calcul:u el
valor actual del capital en fideicomiso en dólares americanos al 20 de 0ctu­
bre de 1989, y mantenerlo a dicho valor a lo largo de t0do d período del
mismo. Para ello deberia ajustarse al monto en lempirns n cesari para ad­
quirir en eJ mercado libre internacional ese monto fijo de dólares establecido
inicialmente. De esta manera cada pago de intereses se calcularía en
lempiras sobre un capital también en lemplras reajust,,do egún el m itodo
indicado.

21. El Gobierno, por escrito de 21 d noviembre de 1989, fund, mentó su
oposición a la solicitud de la Comisión de la siguiente m,inera:

l. Porque la sentencia de ind mnización compensatoria dict;ida por la
Honorable Corte el 21 de julio de 19 9, en el ca o de MA FRE O VELAS-
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QUEZ RODRIGUEZ, es totalmente clara y precisa tanto e.n su parte con­
s.iderativa como en la dispositiva y por ello no requiere de aclaración o in­
terpretación, pues la misma fija en términos inequívocos el monto en lem­
piras del fideicomiso por establecerse en el Banco Central y la tasa del interfs 
que en la misma moneda generará anual.mente el capital del fideicomiso. 

2. Porque la Honorable Corte al fijar el monto total de la indemnización
compensatoria y su forma de pago, misma que comprende la parte corres­
pondiente al fideicomiso y sus frutos, tomó como unidad monetaria la del 
país de ejecución de la sentencia, es decir Honduras, sin consideración y
condicionamiento alguno acerca de una eventual disminución del valor ad­
quisitivo de la moneda hondureña; asimismo, porque la sentencia tampoco
fijó otro parámetro monetario como indicador de ajuste para mantener ese
poder adquisitivo.

3. Porque no estando previstas tales situaciones en la mencionada sen­
tencia indcmnizatoria, lo que la Comisión Interamericana de Derechos Hu­
manos persigue en su solicitud de aclaración es que la I Ionorable Corte 
modifique la dicha sentencia del 21 de julio de 1989, introduciendo elemen­
tos nuevos de carácter monetario en la parte dispositiva de la misma, cuan­
do pide a la Corte que disponga sobre un indicador a que debe ajustarse la 
indemnización para mantener inalterable su valor adquisitivo, elemento
éste qu.e como ya se ha expresado no se contempla en la sentencia.

PoT las razones expuestas, el Gobierno de Honduras pide respetuosa­
mente a la Honorable Corte denegar la expresada solicitud de la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos. 

22. En su escrito de 6 de julio de 1990 la Comisión dijo:

... a ocho meses de vencido el término fijado por la Corte para dicha 
efectivación, la misma no se ha realizado con distintos perjuicios para los 
damnificados. 

Dichos perjuicios surgen de dos fuentes: una, el tiempo transcurrido 
desde el 20 de octubre de 1989, sin que los mismos pud.iera n hacer efectivo el 
goce y usufructo de la indemnización debida; y el otrQ, la devaluación del 
lempira en ese período, devaluación establecida por el Gobierno en forma 
legaJ, siguiendo el desarrollo real de su valor adquisitivo, que había dismí· 
nuido sensiblemente en el periodo en cuestión. 

No obstante los mismos, sin emba.rgo, entiende lc1 Comisión y así lo 
solicita a la Corte, que tanto porla seriedad del procedimiento internacional 
y del respeto debido a la indemnización justa fijada por esa Corte, como por 
la pérdida real de más de un 30 (treinta) por ciento del va Jor adquisitivo de­
bido al atraso en el pago, la ilustre Corte debe declarar en esta aclc1ratoria 

. . 
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solicitada, qu el monto indemnizatorio fijado debe entenderse como conexo 
al plazo igualment fijado. 

23. Por tales razones la Comisión

... solicita respetuosamente a esa Ilustre Corte se acepte e te p dido de am­
pliación de recurso de aclaración de sentencia, y se di ponga adem;ís l
pago d intereses por el periodo desd el 20 de octubre de 1989 ha ta la fech
de pago efectivo, más el ajuste retroactivo del valor adquisitivo de la
indemnizaciones a a f cha para compen ar la devaluación ufrida por 1
lempira durante ese período.

24. El Gobierno se opuso a esta última solicitud n l siguientes t rmi­
nos:

l. Porque las sentencias de indemnización compen atoria dictadas por
la Honorable Corte el 21 de julio de 1989, n los casos de A GEL
MANFREDO VELASQUEZ y SAUL CODTNEZ CRUZ, son perfect;iment
claras, tanto en su parte considerativa como en la dispositiva y por ello no
requieren aclaración, pue las mismas fijan de manera precisa las cantidade
totales a pagar en lempiras, incluyendo la correspondiente a los fideico­
misos a establecerse en el Banco Central, así como la tasa de interes que en la
misma moneda generara anualmente 1 capital de dicho fideicomiso .

2. Porque la Honorable Corte, al fijar los montos totales de las indemni­
zación compensatoria y su forma de pago n Jempiras, que comprenden las
partes correspondientes a los fideicomiso y sus frutos, lo hizo sin considC'­
ración ni condicionamiento alguno ac rea de UJ\a ventual disminución del
valor adquisitivo de la moneda hondureña. Por otra parle, la entenci tam­
poco fijó otro parámetro monetario como indicador de ajuste para mantener
ese poder adquisitivo, ni inter ses en el eventual atra o en el pago de la
indemnizaciones.

3. Porque no estando previstas tales ituacion s en las sent ncia
indemnizatorias, lo que la Comi ión lnteramericana de Derecho Humanos
persigue, en su solicitud de ampliación de aclaración 1 es que la Honorable
Corte modifique la sentencias del 21 de julio de 1989, introduciendo ele­
mento nuevos de carácter monetario en la parte di po itiva de La misma 1 

cuando pide a la Corte que declare qu por I atTa o en la cancelación de las
indemnizaciones, 1 Gobierno d Honduras debe pagar inter ses y ajustar
los montos indemnizatorios en su valor adquisitivo, al valor que tenían
cuando debió efectuarse el pago, elementos · tos que, como ya se ha xpre-­
sado, no se contemplan en las sentencias m ncionadas.

4. Porqu las sentencias de la Corte Jnteramericana d Der cho l Juma­
nos, al ser d finitivas e inapelables, ti nen íecto de "re judicata", 1 cual
impide que la part r abran una cu stión para btcnN de a Honorable
Corte un egundo fallo, como ocurriría de aceptars la licitud de l11 Comi-
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i · n Interam ricana d e  Derecho Humano y mod i fica r po r a d icif'•n, las en­
t ncias del 2 1  de jul io de 1 989 , 

S . Porqu , como ha quedado acred itado a nte e a h norable orte en la
pre entadon efectuada por el Gobierno d Hondur el 27 d enero y 5 de
marzo de 1 990, duran t  el período transcu rrido a pa rt ir d el 21 de ju l io d e
1989, m i  Gobierno r ! izó toda las accion necesa ri a  pa ra da r  c umpli-
m iento a la e n te ncia y si hubo a t ra o en el pago de lo mon to
i nd mniza torios, no debió e n  manera a lguna a neglig n eja o d inter d e
su pa rte, s i n  a mot i vos de ord n económic y presupu s t a r ío, ],;is cua te
una vez sup radas, culmj naron con la e.mi i ' n de l  O re t o. 59-90, apro­
b do por el C.ongreso adona l  el 2 de jul i de 1 990, medíant I cua l, 11 

cumplimien to fiel d e  !a en tenc ias de esa H norab!e o rte, crea en el Pre-
upuesto G n ral de I ngresos y Egre o d la República, la asig nación co­

rre pond ien te para el pago de la indemniza ciones e mpensa toria a los fa­
m i l i a res d l os d e  ap  reci d o  ANG E L  MANFREDO V E L A SQUEZ
RODRIC UEZ y SAUL CODINEZ CRUZ, en la forma y cond iciones qu
fueren establ cidas en las enlenci respectiva .

25. En la aud iencia quedó stablec ido que, no obstan t  la estabil idad que
había ca racterizado el lempira duran te muchos año , pa ra la ' p  ca en la
cual 1a Corte dictó la sent ncia de i ndemnizaciones ya e pre ntaban al­
gunas di J  rendas de cambio en relación con d ivisas fuertes, la.s u les han
segu ido y se han acrecen tado ha sta ahora, no ob tante que la t asa oficial de
cambio con tinúa inmod ificable. Igua lmente qu dó cia r que en la actua l  s
disposiciones d cambio internaciona l en Honduras, s pennite a los par
ticular adqu irir l ibrement o tras monedas.

IV 

26. La int rpr tación d una sen t ncia impl ica no ólo la pr ci ión del
texto de los pun tos r solu t ivos del fa l lo, s ino también la d termi.nación d 1
a lcance, el sentido y la fina l idad de la reso luci n, de acuerdo con las con-
ideraciones de la misma . E te ha ido el cri teri de !a ju ri.sprudcnci.a in­

�ernaciona  l (vgr. u r. Cou rt H .R ., Ringeisen case (fol erpretn f ion o{ the
J itdgme11/ of 22 )11 1 1e 1 972), judgment  o( 23 June 1 973, Seri s A, Vol .  1 6) .  

27. La i ndemnización que e debe a la víct imas o a u fami l iar n lo
términ del a rti ulo 63. 1 d la Conv nción, d be est;ir orien tada a procu­
ra r la restit rltio i 1 1  i1 1 /egrum d los daño causad por el h cho v io 1, torio de
lo derech humanos. El de iderá tum e la r t i tución t ta l  de I¡¡ i tu;ición
1 ionada,  lo cu a l, !A men tablemen tc, a menudo  imp0 ib lc, d;id¡;  la n;i tu ­
rn leza irrcver ib le  de los perju icio oca ionados, t a l  corno nn1rre en  rl ca so
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pr sente. En esos supuestos, es proc dente acordar el pago de una "justa 
indemnización" n término lo suficientemente amplios para compensar, 
en la medida de lo posible, la pérdida sufrida. 

28. La Corte acordó, por eso, una indemnización que comprendió el lucro
e sant , calculado "con bas en una estimación prudente de los ingresos
posible de la víctima durante el resto de su vida probable'', así como los
daños morales (Caso Velásquez Rodríguez, Jndemnizadón Compensatoria, Sen­
te11cia de 21 de julio de 1989 (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos
1 rumanos). Serie C No.7, párrs. 49 y 52).

29. La naturaleza de la indemnización acordada, en cuanto comprende el
Lucro ce ante calculado a lo largo de una vida probable, indica que la
restitufio in integmm se vincula con la posibilidad de conservar durante un
ti mpo relativamente largo el valor real del monto acordado. Una fórmula
posible para alcanzar ese obj tivo es la llamada "indexación", que permite
•l ajuste periódico de los montos a pagar a fín de mantener constante su

valor real. Sin embargo, tal método es aplicable, en general, sólo en aque­
l! casos en que la indemnización deb ser cubierta a través de cuotas pa­
gaderas durante plazos r lativamente largos. No e ese el supuesto
presente, pues la Corte ordenó la cancelación de la totalidad de la indem­
nización de una sola vez o, a lo sumo, mediante el abono de eis cuotas
mensuales consecutivas.

30. Esa circunstancia, sin embargo, no hace aj na a un caso como el pre--
ente la noción de la conservación del valor real de la urna estipulada

pues, como se dijo, la compensación del lucro cesante en los ténninos en
que ha sido calcu.Jado implica, en alguna medida, dicha noción. Es así que
1 Corte decidió, en el párrafo de la parte resolutiva de la sentencia que
remite al párrafo 58, un medio de conservación del capital adeudado a los
menores hijos de Manfredo Velásquez, como es su colocación en fideico­
miso en el Banco Central d Honduras "en la condiciones más favorables
cgún la práctica bancaria hondureña".

31. La Corte interpreta que la expre ión "en las condiciones má favora­
bles" s r fiere a que todo acto o gestión del ag nte fiduciario deb asegu­
rar que la suma asignada mantenga su poder adquisitivo y produzca fruto
o dividendos suficientes para acrecerla; la Era e "según la práctica bancaria
hondureña", indica que el agente fiduciario d be cumplir fielmente su en­
cargo com un buen padre de familia y tiene la potestAd y la obligación de
eleccionar diversos tipos de inversión, ya s a mediante depósito en mo­

neda fuerte como l dólar de los Estados Unido u otra , adqu · ición d
bonos hipotecarios, bien raíces, valores garantizadns o cualquier otro
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med io aconse1·abl como p b 

' rec1Sa men t lo d · J e anca ria hond urena . r eno a arte, por fa práctica
32. La Cort tu vo en u momen t . . . da por la Com isión en sus . u na preocu pac1on s1 mil r a la expre a-
d . escn tos y en la a ud . . 

eb1da a los menores hijos d M . 
•e�c1a, en orden a qu e la u ma

adquisi t ivo hasta ha ber a lcanzad 
a n

l
f
l
redo Velasqu ez cons

. 
rva ra su va l or• 

J I · 0 e o la edad de · · • ma a a .  Por e a raz6n de 'd "ó J • vei n t 1c1nco ;:i Ji  s y a ún• • CI I co oca r d icha u fd . oon que, a diferencia de la cu n t b . ma en i erconuso, iflS ti tu -. .  a a nca nas o rd i  · d b COflServa c1on del va lor rea I de 1 . na nas, e e preca ver a laos acti vo y a su increm n to.33. La s n tencia con templa el a o . . . en s is cuotas mensua les
p � de la mdemm.zac1ón de una s la vez o

1 . con ecu tivas. La C . 'ó . a Gobierno el desembolso periódico de u m
om1s1 . � p1d que se imponga 

cons ta n te el va lor d los activos . . ,ª adiciona les pa ra ma n tener
claro que esta solici tu d en lo t.t:

on�naJe mie n tras d u r el fideicomiso. Es
d ,  

, s ,t;"rmmos n qu h "d f ria a l  Gobierno una obl 1' 'ó 
a s1 o ormu lada i mpon-gaa n que no se ded d 1 en consecuencia el á mb1't d . uce e a sentencia e ced e , o e mera m te ta . . 

, ,
clara r que no hay luga r a lo pedido.

rpre c10n ex ige de la Corte de-

V 

34. En su escrito recibid o en la Corte el 6 . . presen tó u na arn phación d la sol ici tud d . 
de Juho �: 1 990, la Comisión

en el que subrayó cómo, a pesar de ha b 
e m terpr�tacion de las entencfo s

fecha de exigibil idad d la . d . -�r transcurnd o ocho m es desde la
1 m emmzac1on el Gob · • e pago corr pondien te y solici tó

, iemo au n no ha bía hecho
esa demora, la Corte ordena ra el �

u
�, x;r:

a
a tend_er a las consecu encias de 

d o y b) el aj us te de l va lor adqp _g_ . 
. 

d
) los m ter ses por dicho retar­

retrotraer su valor pres n te a l  
u 1s1 tH10 e la u n id a d mo n t ria pa ra

bía haberse efectuado el mis 
�omento del pago, al q ue � nía cua ndo de-mo . 

35. Re
. 
pecto de este ú ltimo scri to la Cort d e  . está facu ltada pa ra a tender la solic' tud . r 

be det nn ma r a n te todo s i1 as1 r0rmu la da .36. Ca be ob ervar
á 

qu · , segun el artfcu lo 67 d I c est facu l tada pa ra interpreta r . � 1 1  
e a onvención, la Corte

"el 'd 
· us ca o cua ndo exi  t d senti o o a lcance" de lo • s a e acuerdo sobre

J' 
s mismo . En el escri to d 1 . . . se a na iza, no hay mención a lgu b . 

a om 1 ion que a hora
yos "sentido o a lca nce" s a d d

na o re asp cto del fa llo d 1a Corte cu-
d n u o os o ontro · l en u ncia que no e han cu on l 'd té . 

ver la es. Por el co n tra rio se· � ,p  1 0 nnmos cla ro d d ' h on los plazos d entro de lo cua les debió . s � .1c a s  n tencia, comopaga rse la 1 ndemn i2;ición acorda-
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da por la Corte. No es procedente, en consecuencia, dar curso a la petición 
de la Comisión, como una "ampliación" de la solicitud de interpretación 

anteriormente introducida por ella misma. 

37. No obstante, como en los términos del fallo la Corte se reservó la su­
pervisión del pago de la indemnización acordada e indicó que sólo después
de su cancelación archivaría el expediente (Caso Veltfsquez Rodríguez, Jn­
demnizací6n Compensatoria, supra 28, párr. 60.5) ella conserva jurisdicción

sobre el presente caso y está habilitada para resolver sobre las consecuen­
cias de la demora del Gobierno en abonar la indemnización ordenada.

38. A estos efectos cabe observar, en primer lugar, que el retardo se debe
a un hecho del Estado de Honduras que se prolonga hasta hoy. En efecto, a
pesar de las gestiones del Poder Ejecutivo de las que el Gobierno ha dado
cuenta y de la buena voluntad de éste. que 1� Corte de ningún modo pone
en duda, la realidad es que, hasta esta fecha, el pago no se ha efectuado,
hecho éste imputable al Estado cuyas consecuencias deben ser resarcidas
por éste, de modo que no se vean menoscabados los derechos de los bene­
ficiarios de la indemnización.

39. Debe, además, señalarse que en ningún momento el Gobierno dio
muestras de acoge.rse a la opción de pagar la indemnización a través de seis
cuotas mensuales consecutivas (Caso Velásquez Rodríguez, indemnización
Compensatoria, supra 28, párr. 57), ni canceló ninguna de dichas cuotas, que,
por lo demás, estarían todas vencidas. La base del cálculo de los daños
causados por la demora debe ser por lo tanto la totalidad del capital adeu­
dado en la fecha de su exigibilidad, es decir, setecientos cincuenta mil
lempiras desde el día 21 de octubre de 1989. La afirmación del Gobierno de
que las sumas debidas "no han sido entregadas a sus interesados ya que
ellos esperan los resultados de la audiencia", no es óbice para la declara­
ción anterior, entre otras razones, porque la publicación del decreto que
autoriza el pago se hizo un año después de la sentencia que lo ordenó y
solamente pocos días antes de la audiencia en cuestión.

40. Es procedente, en primer lugar, el pago de intereses sobre el total del
capital adeudado, que serán los bancarios corrientes a la fecha del pago en
Honduras. Si tales intereses fueron acordados por la Corte para el supuesto
en que el Gobierno optara por pagar en seis cuotas mensuales, ellos son
aplicables a fortiori al retardo en eJ cumplimiento.

41. Existen, además, otros daños que deben ser compensados y que se
vinculan con el derecho de los beneficiarios de la indemnización y, en su
caso el deber del agente fiduciario, de adoptar, desde el momento en que la
misma se les debla, medídas tendientes a conservar el valor real de la suma

. .,, 

'. 
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percibida, para qu é ta pudiera cumplir su finalidr1d com rcslitutio i11 

integnim de los daños causados. 

42. A este respecto la Corte observa que una de las vías más acce ibles y
comunes para lograr ese propósito, como es la conversión de la suma per­
cibida a una de las llamadas divisa duras, se ha visto seriamente menosca­
bada por obra de la pérdida de valor del lempira frente al dólar de los
Estados Unidos en el mercado de libre convertibilidad, desde 1a fecha en
que el pago debió efectuar e. Est perjuicio real debe ser compensc1do por
el Gobi mo, en adición a Jos interese bancarios corrientes, afü1diendo a
ésto el valor de dicha pérdida entre la fed,a en la que el Gobierno debió
pagar la indemnización y constituir el fideicomiso y no lo hizo, y aquella en
que efectivamente lo haga.

43. Teniendo ya el Gobierno, como lo ha informado a la Corte, la autori•
zación para pagar, debe proceder de inmediato a entregar la suma fijada en
el D creta número 59-90 a los beneficiarios de las indemnizaciones y del
fideicomiso, p ro aplicándolas, como es práctica corriente, primero a la
compensación ya indicada y a los intereses, y luego al capital. Los fultantes
de capital que quedaren luego de este pag , estarán sujetos a lo dicho en 1
párrafo 42 supra hasta u cancelación total.

44. De todo lo anterior se concluye que la C rt debe pronunciarse
pecíficamente sobre dos puntos, a saber:

1. Sobre la interpretación del sentido, alcance y finalidad de la expresión
"en las condiciones más favorables de acuerdo con la práctic bancaria hon­
dureña", que utilizó en el párrafo 58 de la sentencia de 21 de julio de 1989; y

2. Sobr las medidas que debe tomar en ejercicio d la facultad que se
res rvó en el párrafo 5 de la parte resolutiva de la mi ma sentenciil de su­
pervisar "el cumplimiento del pago de la inde.mnización acordada" hasta su
cancelación.

POR TANTO 

LA CORTE INTERAMERIC A DE DERECHOS HUMANOS 

RESUELVE: 

por unanimidad 

l. D clarar admisibl la demanda de interpretación de la sentencia de
f ch 21 de juH de 19 9, presentada por la Comi íón lnter<1meric.1na de
Derechos Humanos el 2 de octubre de 1989.
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por unanimidad 

2. Declarar improcedente el "pedido d ampliación de recurso de acla­
ración de sentencia", presentado por la Comisión Interamericana de Dere­
chos Humanos el 6 de julio de 1990.

por unanimidad 

3. Declarar que la expresión "en las condiciones más favorables según la
práctica bancaria hondureña" debe interpretarse en la forma expresada en 
el párrafo 31 supra. 

por unanimidad 

4. En ejercicio de las facultades de supervisar el cumplimiento de su
sentencia de 21 de julio de 1989, que el Gobierno de Honduras debe com­
pensar a los lesionados por razón de la demora en el pago de la indemni­
zación y en la constitución del fideicomiso ordenados, en los términos que 
se expresan en los párrafos 40, 42 y 43 supra. 

Redactada en español e inglés haciendo fe el texto en español Leída 
en sesión pública en la sede de la Corte en San José, Costa Rica, el 17 de 
agosto de 1990. 

HÉCTOR F1X-ZAMUDIO 
PRESIDENTE 

RODOLFO E. PIZA E. 

PEDRO NIKI<EN 

RAFAEL NIETO NAVlA 

RIGOBERTO ESPINAL IRÍAS 

MANUEL E. VENTURA ROBLES 
SECRETARIO 

COMUNÍQUESEYEJECÚ'fESE 

HÉCTOR FIX-ZAMUDIO 
PRESIDENTE 

MANUEL E. VENTURA ROBLES 
SECRETARIO 

El Juez Héctor Gros Espiell no participó en la elaboración y füma de esta 
entencia por haber renunciado al cargo de Juez de la Cort . El Juez 

e 
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Thomas Buergeotha l t ampoco pa rtic ipó en la la boración y firma d e  stc1 
sentencia por no hab rlo hecho n la d 21 de jul io d 19 9.  

VOTO SEPARADO DEL JUEZ PIZA 'ESCALANTE 

He concurrido en el voto unánime de la Corte y en la línea gen ta l d 
su razonamiento pero tengo que separarme de la te is recogida n los pll ­
rrafos 1 2, 1 4  y 1 5, en cuanto invoca n la aplicabil idad inm dia ta y no m ra­
mente anaJógica del artícu lo 67 d la C nvenci n, que .r gula las sol ici tudes 
de interpretación del fallo. En este sentido, tengo que observa r que sa 
solícitudes se articu la n en la dtada norma de la Conv nción ól en rela­
ción con el fallo, es decir, obviamente con la sen tencia d efin i t iva que re­
suelve el fondo del asunto, a la que se refi r n, entre o tros, los a rtícu l s 63. l 
y 66 de la misma Convención: sólo es respecto de ella que se hace necesaria 
una expresa previsión convenciona l, así co mo la fijación de un plazo d e  

· caducidad de la legitimación para pedirla, porqu e, de acu erdo con princi­
pio u niversa les de todo derecho procesal, tan to interno como intemacio­
naJ, sólo ella es irrevocable y sólo l la puede adqu irir la au toridad de la
cosa juzgada .

Todas las demás resolucion s, ta n to d I proceso principal como de su
fase de ejecución, aunque de hecho o por co tu mbre se llamen ta mbién
"sen tencias", son interlocu torias y siempre u je tas a otras que, por via d
recurso o sencil lamente. por contrario imperio, las interpreten , comple­
menten, acla ren o adicionen o incluso las modifiquen o revoquen, e to úl­
timo claro está, dentro d I respeto debido al principio de preclusión y a la
buena fe.

La llamad a " entencia d e  ind em nización comp nsa toria" d 21 d
julio de 1989, no el fallo o sentencia, definitiva a que aluden los artículo
63. 1  y 66, ni, por end e, susceptibl de la clase de i nterpretación a que s
refiere el 67 de la Convención, aunque sí, de de luego, d e  cualqu ier inter­
pretación, complementación, aclaración o ad ición o aun mod ificación o
revocadón, en los términos antes d ichos.

En el presente caso, el fa llo o sentencia defini tivo ólo fue el de 29 d
julio de 1 988, que resolvió definitiva men te la cuestión obre el fond o. Este
único fallo definit ivo no requería interpre tación en lo términos d 1 a rtículo
67, ni e l l a  fue n u nca soU cita d a . En lo re f re n te a la i n d e m n i zac ión
compensa toria se Limitó a condena r al Gobierno de Hondu ra , n ilbstrn to1 

a pagarla a los causa habien tes d Ma nfred elil quez Rod rígu z, re t>r­
vando la determinación de su monto y forma de pago a lo que obv i a ment
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implicaba una etapa posterior de ejecución de sentencia, valiéndose así de 
la opción procesal usual de dejar para esa etapa la liquidación de determi­
nadas declaraciones generales contenidas en el fallo mismo, mediante re­
soluciones dotadas, naturalmente, de la misma eficacia vinculante y 
jecutiva de la propia sentencia (en el caso, la de los artículos 65 y 68 de la 

Convención), pero carentes de su naturaleza y, como s dijo de su 
definitividad, es decir, de su irrevocabilidad o intangibilidad. Eso fue, eje­
cutar la sentencia, lo que hizo la Corte en su resolución de 21 de julio de 
1989, lo que está haciendo hoy y lo que puede y posiblemente deberá seguir 
haciendo en el futuro, mientras el expediente no se archive por habérsele 
dado cabal cumplimiento. 

No quiero con lo anterior significar, ni que la Corte pueda seguir in­
definidamente modificando lo resuelto en esta etapa de ejecución mientras 
no se den las conocidas justificaciones procesales para desaplicar el princi­
pio de preclusión; como serían las nulidades o el cambio sustancial decir­
cunstancias (rebus sic stantibus); ni. tampoco que no se pueda pedir 
aclaración o interpretación de las mismas, estas últimas tanto por la analo­
gía que se señala en el voto principal, cuanto por los principios generales 
señalados, confirmados por la propia sentencia del 21 de julio de 1989 en 
cuanto dispuso mantener abierto su expediente hasta su consumación, sólo 
que esa posibilidad no es la del artículo 67 de la Convención y, por lo tanto 
no está sujeta, ni a petición de parte, ni a plazos d caducidad, sino que se 
mantiene abierta para siempre que haga falta en el curso de la ejecución de 
la sentencia definitiva. 

ROOOLFO E. PIZA E. 

MANUEL E. VENTIJRA ROBLES 
SECRETARIO 
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